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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Julio Fernández. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Domínguez, Jorge Schiappapietra y Arthur Souza. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Jaime Mario Trobo. 

SECTOR: 

INVITADOS: Señores Alberto Della Gatta, Presidente; Luis Meseguer, Richard Figueroa y doctora Silvana 
Toledo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Fernández).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas recibe con mucho gusto a los integrantes de la 
Comisión Honoraria del Discapacitado, cuya opinión, además de valiosa, consideramos imprescindible. 


SEÑOR DELLA GATTA.- Agradecemos a los miembros de la Comisión por este espacio que nos 
brindan para intercambiar opiniones acerca de un proyecto de ley que está a consideración de esta 
Comisión desde hace años. Como ustedes sabrán, la Ley N” 16.095 se aprobó en octubre de 1989 y aún 
hoy falta reglamentar capítulos enteros, lo que ha resultado muy difícil de concretar. Los compañeros 
que integran la Comisión desde hace años me comentan que el capítulo transporte estuvo dos años 
detenido en un cajón del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, por lo cual nos parece muy 
valioso que el Parlamento trate de apurar ese tema, que resulta tan caro para las personas con 
discapacidad, porque su falta supone el aislamiento. 


En general, esta Comisión ve con muy buenos ojos el proyecto de ley. No obstante, haré algunos comentarios 
al respecto. 


El artículo 2” del proyecto expresa que "La evaluación del grado de discapacidad se hará aplicando la 
clasificación internacional de deficiencias [...]". Para hacerlo más entendible voy a señalar que esta 
clasificación es del año 1982 y hay una clasificación mucho más moderna de la OMS -del año 2001-, que se 
llama la CIF, que es la escala que se utiliza hoy. 


El artículo 3" del proyecto establece determinados porcentajes y a nosotros no nos queda claro: ¿porcentajes 
de qué y de qué discapacidad? 


En el artículo 4* se hace referencia a una discapacidad inferior al 30%, pero habría que determinar bien de 
qué estamos hablando cuando utilizamos estos porcentajes. 


No sé si queda claro en algún lado aquello a lo que hace mención el artículo 1*, relativo a la necesidad de 
gestionar el carné ante el Ministerio de Salud Pública. Se supone que la certificación la hará el Departamento 
de Certificaciones y Junta Médica del Ministerio de Salud Pública, ¿no es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que estuvimos analizando el proyecto en su momento y, como 
tenemos algunas dudas, les hemos invitado para ir corrigiendo algunos aspectos que no nos convencen. 


SEÑOR DELLA GATTA.- El artículo 7* establece un Tribunal para las apelaciones. No es el Tribunal 
que va a calificar. Tenemos dudas acerca de si será la Cátedra de Medicina Laboral de la Facultad de 
Medicina o no. 


No dice en ningún lado quién evaluará la discapacidad. Se supone que debe ser el Departamento de 
Certificaciones y la Junta Médica del Ministerio de Salud Pública. 


Quiero hacer un comentario general, porque las empresas a veces se asustan de los porcentajes que se 
manejan de personas con discapacidad. Siempre se dijo que se trataba del 10% de la población, que es la 
media mundial. Recientemente, la Comisión Nacional ha encargado encuestas al Instituto Nacional de 
Estadística, que demuestran que el 7,6% de la población tiene alguna discapacidad, por lo cual nos 
encontramos en un porcentaje menor que el que se maneja habitualmente. 


Cuando se habla de discapacidad muchas veces se está pensando en algunas discapacidades específicas, pero 
son varias. Por lo general, se piensa en el discapacitado motriz, pero también estamos hablando de personas 
ciegas, sordas o hemofílicas. La discapacidad abarca una cantidad de patologías. Entonces, también allí 
tendríamos que clarificar, cuando se habla de discapacidad, de qué estamos hablando. 


SEÑOR MESEGUER.- Este tema lo estamos barajando desde hace años y entendemos que en la ley 
está bastante claro pero, naturalmente, se tiene que reglamentar. Habíamos reglamentado en forma 
conjunta con los delegados de los diversos Ministerios y cuando llegó el tema del transporte, 
lamentablemente, se atascó. Esto no sucedió por problemas de la Comisión, ya que siempre estuvo 
abierta al diálogo, sino porque el Ministerio de Transporte y Obras Públicas entendió que el 10% de la 
población del Uruguay, o sea 300.000 personas, viajarían en el transporte colectivo y eso ocasionaría 
un problema insalvable, y poco menos que sería la debacle de las empresas de transporte 


Estuvimos trabajando con el Subsecretario del momento, el doctor Aguerre, y le manifestamos que la 
situación no era esa. Evidentemente, existen leyes que benefician a las personas con discapacidad pero, por 
distintas razones, no todas se amparan en ellas. Por ejemplo, el Banco Hipotecario tuvo una línea de crédito 
para discapacitados y no fueron 300.000 las personas que se ampararon a ella, ya sea porque no necesitaban 
vivienda o no tenían los recursos o no querían una vivienda a través de ese crédito. El beneficio para la 
importación de autos está vigente y no todos los discapacitados lo utilizan. Es decir, hay diversas 
equiparaciones a las que no necesariamente se tienen que amparar las 300.000 personas. 


Actualmente, una persona en silla de ruedas no puede utilizar el transporte colectivo carretero. Recién el 
próximo viernes, la empresa CUTCSA pondrá dos ómnibus a disposición para iniciar un plan piloto con 


personas en sillas de ruedas. En teoría serían 300.000 personas las que van a viajar, pero la realidad indica 
que no es así. 


Como decía anteriormente, estuvimos trabajando con el señor Subsecretario y le hicimos esas 
manifestaciones, pero en el Ministerio se encerraron de tal manera que se dieron el lujo de tener dos años y 
medio la reglamentación de toda la ley guardada en un cajón y después ni siquiera querían devolverla con un 
informe negativo. Hubo que hacer una especie de mandato del Ministerio de Salud Pública para que 
devolvieran la reglamentación. Se le adjudica a la Comisión la lentitud en el manejo de la reglamentación, 
pero esta no tienen potestades para decirle al Ministerio que reglamente o no. 


Como Comisión, nos pareció que este proyecto podía representar un gran paso en esa reglamentación que no 
ha salido. A veces, el legislador, con buena voluntad dispone el otorgamiento de determinadas equiparaciones 
a través de leyes y la realidad indica que eso no se cumple. Como en este caso en que el artículo relativo al 
transporte no se cumple. Inclusive, quienes tienen que reglamentarla no desean hacerlo porque, 
supuestamente, ocasionaría una debacle. La realidad indica otra cosa completamente distinta. Hay muchas 
personas que aunque quieran no pueden viajar en el transporte carretero, y por lo tanto, no se va a generar el 
impacto que se cree. Y sí puede representar una forma de esparcimiento, libertad de movimientos, sobre todo, 
para la gente del interior, ya que los que vivimos en la capital, por tener centralizados muchos servicios, 
estamos en mejores condiciones. La prueba está en que se va a inaugurar un servicio de transporte, pero el 
interior carece de esa movilidad. Muchas zonas no tienen transporte urbano adaptado a circunstancias 
mínimas; ni siquiera tienen un ómnibus para ir de un lado al otro y las personas con ciertas limitaciones no 
pueden trasladarse. 


Por lo tanto, vemos con beneplácito que al inicio de esta legislatura ustedes puedan rescatar un proyecto que 
hace años que está en la Cámara de Representantes y que puede representar, por lo menos, un gran paso en lo 
que respecta al transporte interdepartamental. 


Me gustaría que la doctora Toledo hiciera referencia al tema, ya que ella es médica fisiatra y, además, docente 
de la Cátedra. 


SEÑORA TOLEDO.- Pido disculpas por la tardanza; tuve dificultades para estacionar. 


Me gustaría complementar las manifestaciones de mis compañeros. 


Debido a la necesidad de reglamentar la Ley N* 16.095 y para dar solución al capítulo del transporte, dentro 
de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado formamos una comisión de trabajo. En ese momento 
elaboramos un documento que quizá hoy no se ajuste a las necesidades, porque ya pasó un tiempo. Lo 
estuvimos revisando con los señores Della Gatta y Meseguer y entendimos que habría que hacerle ajustes. 


Con respecto al proyecto presentado, voy a hacer algunas consideraciones, sobre todo desde el punto de vista 
médico, que tienen que ver con la certificación y con el criterio con que se hace. 


El artículo 2* se refiere a la evaluación del grado de discapacidad y establece que se aplicará la clasificación 
internacional de deficiencia, discapacidad y minusvalía de la Organización Mundial de la Salud. Esta 
clasificación mundial es vieja; en el año 2001 la Organización Mundial de la Salud aprobó la CIF. Por lo 
tanto, estaríamos cometiendo algunos errores en cuanto a la valoración. 


Cuando aquí se habla de porcentajes, no sabemos con qué criterios se manejaron, ya que la clasificación que 
se invoca no es cuantitativa sino cualitativa. En el Capítulo XXXI de la Ley_N? 16.095 se prevé cómo debe 
hacerse la certificación de la discapacidad. La Comisión Nacional Honoraria ha trabajado para implementar 
la valoración, el diagnóstico y la certificación de la discapacidad con criterios uniformes para todo el país y 
para los casos en que sea necesario invocarlos a la hora de recibir beneficios de diferente tipo. Debe haber un 
criterio único para obtener estos beneficios, porque hasta hoy no lo hay. Se toma un criterio para valorar la 
discapacidad a la hora de hacer una importación de automóviles, se toma otro para elaborar el registro 
nacional para ingresar en el cupo del 4% para llenar las vacantes públicas, etcétera. No tenemos en el país un 
criterio uniforme y estamos trabajando para conseguirlo. 


En la Ley N? 16.095 está establecido que la CNHD, en coordinación con el Ministerio de Salud Pública, 
deberá valorar, diagnosticar y certificar la discapacidad. Para ello ya hemos tomado contacto con el Director 
de Certificaciones Médicas del Ministerio de Salud Pública y hemos establecido algunos criterios. Al 
respecto, es necesario contar con un presupuesto acorde para tener los recursos humanos que puedan hacer 
esta valoración, que no es solamente física y no solo se hace con un criterio médico. De acuerdo con los 
conceptos actuales, la discapacidad es todo lo que tiene que ver con lo físico, psíquico, social y ambiental. 
Así lo establece la última clasificación de la Organización Mundial de la Salud. Quiere decir que no solo 
alcanza con un diagnóstico médico, sino que se requiere una valoración psicológica y social de la persona. 
Esto tiene que ver con quiénes deberían ser los beneficiarios de este proyecto de ley. Consideramos que no 
solo se debería tener en cuenta la discapacidad, sino también los criterios socio-económicos. Si una persona 
con discapacidad tiene recursos para pagarse el boleto, no tiene por qué estar incluida en este proyecto. 


Vamos a hablar un poco de nuestras propuestas. Nos comprometemos a revisar el documento que teníamos 
porque no tiene vigencia, debido a que apuntaba a cumplir con los requerimientos del Ministerio anterior, que 
nos hacía ver que eran demasiadas las personas con discapacidad, y no es así. Ahora contamos con un 
documento recientemente elaborado -no sé si todos los conocen-, proveniente de la encuesta nacional de 
personas con discapacidad, realizado en conjunto con el Instituto Nacional de Estadística, cuyos datos fueron 
publicados en diciembre de 2004. Las cifras estimativas que se manejaban -un 10% de personas con 
discapacidad- no son las reales. Los números actuales provienen de un trabajo de muchos años que hicimos 
con asesoramiento técnico de expertos, tanto estadísticos como de la Organización Mundial de la Salud, en el 
cual se utilizó el nuevo concepto de discapacidad, según la clasificación de 2001. Este trabajo indica que 
Uruguay tiene un 7,6% de personas con discapacidad. Esta cifra nos acerca a la de los países más 
evolucionados. No estamos a la altura de las cifras de los países del Caribe o del norte de América Latina, 
donde son más elevadas. Estamos muy cerca de Argentina, que tiene un 7,8% de personas con discapacidad, 
y de países de Europa, como España, Alemania y otros. De ese 7,6%, el 51% son adultos mayores, que tienen 
65 años o más. Este documento nos sirve para planificar políticas en el área, ya que hasta ahora estábamos 
teniendo en cuenta un 10% arbitrario, sin saber exactamente a qué grupo correspondía: edad, sexo, 
ocupación, nivel educacional y laboral, etcétera. Este documento nos puede servir de base para acercarnos a 
la cantidad de beneficiarios de este proyecto. 


Teniendo en cuenta este documento y los elementos previos que teníamos, podríamos trabajar en conjunto 
para mejorar el material. 


SEÑOR DELLA GATTA.- Quiero reafirmar que hay gente que puede costearse un pasaje; pero 
tampoco consideramos acertado utilizar el criterio que alguna vez se empleó en la Comisión de otorgar 
el carné de pase libre para discapacitados manejando el carné de asistencia de salud pública. Si nos 
atenemos al carné de asistencia de Salud Pública, hay una cantidad de gente sin recursos que queda 
fuera de este proyecto de ley. Entonces, habría que utilizar algunos parámetros socio-económicos 
diferentes, que contemplaran ciertas franjas de personas con discapacidad, que si bien no están bajo la 
línea de pobreza, también son pobres. 


Otro comentario que quiero hacer es que el artículo 56 del Capítulo X de la ley de transporte, aprobada por el 
Parlamento en 1989, se refiere a otorgar facilidades a las empresas para la adaptación de las unidades de 
transporte. Por supuesto que no vamos a pretender que todas las unidades de transporte interdepartamental 
sean adaptadas, pero sería bueno comenzar a tener como unidades testigo algunos ómnibus de transporte de 
larga distancia con plataforma. 


SEÑOR MESEGUER.- Quiero agregar algún comentario sobre el carné de asistencia de Salud 
Pública. Por ejemplo, el BPS otorga el beneficio de la sociedad médica a aquellos que tienen menos 
recursos. Ese simple hecho no le permite al beneficiario sacar el carné de asistencia de Salud Pública. 
Por lo tanto, hemos constatado que hay personas con muy bajos recursos que tienen la "sociedad" -lo 
digo entre comillas porque tienen la sociedad, pero a veces no pueden pagar los tiques- pero no se les 
otorga el carné de asistencia. 


Evidentemente, el hecho de tener el carné de asistencia está limitando a otras personas que no lo tienen, 
aunque sus recursos son bastante escasos. 


SEÑOR TROBO.- Quiero señalar que nos gratificamos con la visita de representantes de la Comisión. 
Se trata de una organización institucionalizada por una ley, que tiene nada más y nada menos que la 
capacidad de recoger las iniciativas y las inquietudes de diversos grupos públicos y privados que tienen 
que ver con el tema. Es, en todo caso, la voz autorizada para dar el mejor asesoramiento a esta 
Comisión legislativa para este y otros temas. 


Días pasados, en esta Comisión conversamos de los accidentes y sus consecuencias, tema vinculado con el 
proyecto de ley sobre seguro contra terceros. Cuando se leyeron algunos datos, yo pensaba cuántos 
accidentados, resultado de aquellas cosas que no hacemos, pasan a engrosar el porcentaje de la población 
discapacitada, teniendo en cuenta, además, que son personas mayores de sesenta años. 


Quisiera hacer las siguientes preguntas. En primer lugar, ¿tienen información sobre la cantidad de personas 
que usan algún beneficio en el transporte colectivo de pasajeros, tanto departamental como 
interdepartamental? O sea, ¿cuántas personas tienen un carné de pase libre o de descuento en el sistema de 
transporte nacional? 


En segundo término, con relación a la convergencia sobre cuáles son los elementos objetivos de 
determinación de un grado de discapacidad, quisiera saber en qué ámbito se está trabajando y qué tipo de 
avance hay. 


En tercer lugar, ¿la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado trabajó en alguna oportunidad sobre este 
tema con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con el Congreso de Intendentes o con alguna 
Intendencia en particular, para acercar una solución al problema? Digo esto porque esta Comisión tendrá la 
tarea de interrelacionarse con varias organizaciones públicas, algunas autónomas y otra no, para aprovechar 
lo que se ha hecho y no empezar de nuevo. Lo peor es que cada vez que comienza una Legislatura se empiece 
de nuevo, sin tener en cuenta que hay antecedentes para poder avanzar en el tema. 


SEÑOR DELLA GATTA.- La Intendencia de Montevideo ha entregado aproximadamente 8.000 
carnés de libre tránsito para todas las discapacidades. No tengo el dato del porcentaje discriminado 
por discapacidad. 


SEÑOR TROBO.- ¿Y en otras Intendencias? 


SEÑOR MESEGUER.- En otras Intendencias no existe. Lo que sí existe es un decreto que permite a 
las empresas de transporte trasladar al centro asistencial a dos personas cuando van a hacer la 
rehabilitación médica. Esos datos los tienen las empresas o el Ministerio de Salud Pública. Se les otorga 
la certificación para que las empresas atiendan esos traslados. Evidentemente, no son muchos, porque 
los traslados están limitados. Se trata de personas carentes de recursos a quienes el Ministerio les 
ofrece esa certificación, van a la empresa y se lo canjean por el respectivo pasaje para ir al centro 
asistencial. 


Desconozco que en determinados departamentos haya libre tránsito en ómnibus para las personas con 
discapacidad. Incluso, en algunos departamentos no hay transporte adecuado para movilizarse. 


SEÑOR DELLA GATTA.- Tampoco lo hay en Montevideo. Muchas veces hemos planteado en las 
empresas montevideanas la adaptación de los vehículos. Es un tema difícil porque las empresas 
siempre hablan de costos. La diferencia de costos entre las unidades adaptadas de transporte urbano y 
las convencionales es de US$ 15.000. No es tanto dinero, pero ha sido muy difícil hacer entender a las 
empresas que el transporte adaptado significa mayor venta de boletos, como lo indican las experiencias 
europeas. Tener un transporte adaptado en una ciudad significa que una cantidad de personas mayores 
que no acceden a los ómnibus que tienen plataformas altas, por lo general pueden hacerlo si es un 
transporte de piso bajo, como lo llaman los europeos. Lo mismo ocurre con los discapacitados 
transitorios o con las mujeres embarazadas. Generalmente, la adaptación de unidades genera nuevos 
clientes para la empresa. 


SEÑOR MESEGUER.- Personalmente, hace más de treinta años que estoy trabajando en el tema y 
tratando de que en cada renovación de flota se adapte un porcentaje, demostrando una sensibilidad 


adecuada. Siempre hay motivos para la negativa o promesas que nunca se cumplen. Recientemente, la 
Comisión encontró eco en algunas autoridades de la empresa CUTCSA para lograr un plan piloto de 
dos unidades con un recorrido fijado por la Comisión. Para determinarlo nos basamos en aquellas 
zonas donde el trabajo que hace la Comisión, de servicio puerta a puerta, detecta una cantidad mayor 
de personas en sillas de ruedas que concurren a centros asistenciales, llamémosle Hospital de Clínicas, 
Traumatología, Pereira Rossell, Casa de Gardel, etcétera. O sea que encontramos un pequeño eco. 


Sin embargo, reitero que se ha renovado la flota, pero las empresas dicen que el costo es muy superior y no 
han podido adaptar ni una sola unidad. Eso es lamentable porque el propio Ministerio proporcionó los 
recursos y las empresas podrían haber renovado un porcentaje de la flota y poco a poco ir incorporando al 
transporte una sensibilidad adecuada. Esto permitiría el acceso, no solo a personas con discapacidad 
permanente, sino a las embarazadas, a personas obesas o de edad avanzada que, hoy por hoy, poco menos que 
tienen que ser atléticas para subir los escalones. Entonces, en teoría muchas personas podrían acceder a esta 
equiparación, pero cómo lo van a hacer si no pueden subir a un ómnibus. Esta es la cruda realidad. 


Por suerte, la Comisión ha puesto un servicio puerta a puerta, que no da abasto porque se mueve en los 
límites de Montevideo. Además, las unidades de este servicio cubren doscientos kilómetros diariamente, 
abarcando a casi mil personas. Este servicio implica la colaboración, por ejemplo, en combustible porque de 
lo contrario no darían los números. Este servicio se implantó en 2001 y encontramos el eco de ANCAP, que 
en una sola oportunidad colaboró con doscientos litros, lo que es lamentable. Sin embargo, encontramos eco 
en el Ministerio de Salud Pública, que nos cede becarios y el garaje para guardar las camionetas, y de la 
Intendencia, que nos exonera del pago de la patente de rodados. De esta manera, se va mandando un servicio, 
pero no es lo definitivo ni lo real. 


Entendemos que toda persona debe tener acceso adecuado a todo, ya sea al transporte, a la educación, al 
empleo, a la vida cotidiana. A veces nos dicen que no se ven personas en sillas de rueda pero, ¿cómo van a 
verlas si no existe una rampa para acceder a un servicio? Por ejemplo, concurrimos al Palacio Legislativo, 
pero no pudimos acceder. Se hizo una rampa, pero quien tenga que empujar la silla de ruedas tendrá que ser 
atleta y corajudo el que vaya arriba como para dejarse llevar. Nosotros nunca nos podríamos presentar como 
candidatos a legisladores porque no tendríamos cómo acceder al recinto donde sesionan las Cámaras. 


Los invitaría a que se sentaran en una silla de ruedas para ver si podrían subir un cordón. Por suerte, de 
acuerdo con la reglamentación que dictó la Intendencia, se está construyendo una simple rampa de acceso en 
las veredas y las calles que se van reconstruyendo. ¡Si ustedes supieran lo que nos costó lograr que se 
construyera la primera rampa piloto en 18 de Julio! Fue lamentable. Por suerte, ahora es como un hecho: se 
arregla una calle y ya se le agrega la rampa. Esto nos va dando, poco a poco, más posibilidades de acceso, lo 
cual es elemental y básico. Simplemente, queremos participar e integrarnos a la vida diaria. En mi caso, mi 
discapacidad obedece a una secuela de polio, pero una persona que tenga un accidente de tránsito, como 
decía el señor Diputado Trobo, de un segundo a otro pasará de ser normal a discapacitado. Lo horrible es 
quedar entre cuatro paredes porque no todos tenemos la posibilidad de adquirir un auto adaptado ni de 
trasladarnos en un ómnibus; esa es la gran marginación que la propia sociedad nos impone. 


Nosotros no consideramos que estos sean beneficios, sino equiparaciones; mediante estos mecanismos se 
hace a las personas discapacitadas una equiparación por su falta de movilidad, por ejemplo, de las piernas, 
como es mi caso, posibilitándonos traer un auto adaptado. Yo, con un auto adaptado, voy de puerta a puerta a 
cualquier lado. He podido adquirir un auto con gran sacrificio, pero no todos tienen esa suerte. Tratamos de 
bregar por la mayoría de la gente para que, si no puede tener un auto, por lo menos, tenga un transporte 
adecuado. Esa es nuestra lucha. 


Agradecemos que se haya rescatado este proyecto, que no es el único, porque existen otros, como el de 
asistentes personales o el de la exoneración de determinados aportes de empresas, en el caso de que empleen 
personas con discapacidad. En la medida en que se aprueben estos proyectos y se cumplan, podremos 
participar como uno más en la vida diaria, destacando nuestras capacidades residuales y dejando de lado las 
limitaciones físicas que a veces son transitorias, porque quien no camina puede estar detrás de un escritorio y 
desarrollar con su mente las mismas funciones que el que camina a veces no puede cumplir. 


Cuando se nos rotula "discapacitados" se nos está marginando de toda actividad, y no es así. Esto lo han 
comprobado una serie de personas que pudieron derribar muchos obstáculos como, por ejemplo, acceder a la 


educación, por ejemplo, a la Universidad de la República, o concurrir a la Biblioteca Nacional. Asimismo, se 
habla del acceso al sufragio -tema que está considerando el Poder Legislativo- pero, por ejemplo, el próximo 
domingo me toca votar en un local donde tengo que subir seis escalones; me levantan prácticamente como a 
una bolsa para que pueda ejercer legítimamente mi derecho a votar, que es uno de los principios de ser 
ciudadano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Soy maestro y hemos discutido permanentemente este tema. 


En mi ciudad, en Rivera, hay escalones en todas las entradas a las escuelas, problema sobre el que hemos 
conversado permanentemente con los maestros. Los proyectos de arquitectura deben contemplar todas las 
situaciones, para que todos los niños sean iguales. 


En la escuela a la que fueron todos mis hijos y donde yo ejercí como docente se han hecho reformas para que 
ningún niño quede impedido de acceder a los centros de enseñanza y sentirse igual en cuanto a los afectos y a 
la posibilidad de formarse. 


SEÑOR MESEGUER.- El cambio de escaleras por rampas no es muy costoso; depende de la voluntad 
del ejecutor. 


En determinado momento fuimos al Banco de la República para pedir que implementaran el acceso a los 
edificios. Nos atendió un Director a quien le preguntamos si quería que nuestro planteamiento se lo 
pasáramos por nota. Nos contestó que trataría la solicitud en la próxima sesión del Directorio. Así sucedió e 
inmediatamente en todas las dependencias del Banco de la República se construyeron rampas. 
Evidentemente, algunas escaleras no tenían las dimensiones como para construir una rampa adecuada, pero el 
hecho es que se demostró que una persona que integraba el Gobierno impulsó esta iniciativa y la ejecutó. Por 
eso digo que a veces existe la buena disposición de los legisladores, pero falta la del ejecutor de turno, que es 
el que pone más trabas. El cometido de nuestra Comisión es crear una conciencia institucional. Existe gente 
con buena voluntad para ejecutar lo que a veces les lleva horas a los legisladores incorporar en una ley que, 
inclusive, puede terminar en una falsa expectativa y no en algo beneficioso, tirando abajo psicológicamente a 
mucha gente porque ve que no se puede cumplir. 


Mucha gente nos pregunta por qué tal cosa o tal otra de este proyecto. Lamentablemente, esta ley se sancionó 
en un año electoral y no hay recursos para aplicarla. Por ejemplo, la ley prevé ayudas técnicas, ¡qué lindo! 
Pero, ¿cómo se solventan los gastos de las ayudas técnicas si no hay recursos? A la ley le faltaría un respaldo 
económico para cumplir con su articulado. Estamos ante una impotencia permanente. 


SEÑORA TOLEDO.- El concepto actual por el que hay que seguir trabajando es el de accesibilidad 
universal, que a nivel de la Unión Europea se incluyó como una norma. Por un lado, cuando hablamos 
de accesibilidad universal, tanto a nivel de transporte como de arquitectura, sobre todo en edificios 
públicos, no solo estamos pensando en las personas con discapacidad -lo que no sería atractivo 
económicamente para muchas empresas-, sino en toda la población que tiene determinadas dificultades 
de acceso. 


Por otro lado, la falta de accesibilidad es la gran barrera para la integración. Esa es la barrera para impide que 
estas personas puedan integrarse a la educación y al trabajo. Si esto no fuera así, las personas discapacitadas 
podrían ser seres útiles en lugar de recibir pensiones del Estado; serían personas que trabajarían, aportarían y 
se integrarían. Entonces, una de las prioridades que se incluye en cualquier plan de equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad es la accesibilidad universal, porque sin ella es imposible 
obtener todo lo demás para una buena integración. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado Trobo quisiera decir, en primer lugar, que la 
Comisión realizó un informe que detallaba la forma en que se estaba realizando esa valoración y certificación 
y cómo se estaban otorgando los beneficios. Contamos con esos datos porque nos hemos reunido con la gente 
que trabaja en la Intendencia Municipal de Montevideo. En el día de hoy no trajimos esa información, pero 
podemos hacerla llega a esta Comisión, inclusive, con datos actualizados. 


Por otra parte, en cuanto a cómo debería ser esa valoración y certificación, puedo decir que la Comisión en 
estos últimos años también se encargó de formar recursos humanos en diferentes áreas y con este concepto. 
Así es que, actualmente, contamos con médico rehabilitador, asistente social y psicólogo. Estos profesionales 
cuentan con título universitario y están formados para utilizar adecuadamente estos instrumentos, con el fin 
de llevar a cabo esta valoración. 


SEÑOR MESEGUER.- Se trabajó con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en cuanto a la 
reglamentación del transporte, lo cual estaba establecido en la ley. Lamentablemente, todos esos 
trabajos fueron en vano porque el proyecto de reglamento quedó en un cajón. Luego de dos años y 
medio se solicitó que se devolviera el informe, aunque fuera con una resolución negativa, para que se 
pudiera aprobar lo demás. Entonces, dicho informe se devolvió y volvimos a punto cero. 


SEÑOR TROBO.- Si no entendí mal, se dijo que se estaba trabajando para ponerse de acuerdo en un 
determinante de los grados de discapacidad. ¿La Comisión está trabajando en eso actualmente? 


SEÑORA TOLEDO.- Lo está haciendo junto con el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR TROBO.- Entones, quisiera saber si es probable que ese trabajo tenga algún resultado a la 
brevedad, a efectos de que lo podamos manejar a nivel legislativo como un componente del proyecto. 


SEÑORA TOLEDO.- Es probable, pero ello depende de que se otorguen los recursos -que no son 
tantos- para que se ponga en marcha el equipo que está formado. Ya se ha dispuesto qué instrumentos 
se van a usar, cómo se va a utilizar esa clasificación y contamos con los recursos humanos y hasta con 
la planta física en donde se va a realizar la tarea, solo falta la dotación de recursos económicos para 
que esos equipos comiencen a funcionar. 


SEÑOR SOUZA.- Estamos escuchando a la delegación que nos visita tratando de ser sensibles, como 
cualquier ser humano, a la solicitud que están realizando. 


En ese sentido, quisiera saber qué fundamentos expusieron los empresarios del transporte cuando ustedes 
consultaron acerca de la posibilidad de equipar las unidades de transporte con instrumentos que permitieran 
el acceso a las personas discapacitadas. 


SEÑOR DELLA GATTA.- Eso siempre estuvo fundamentado en razones económicas. Hace unos años 
nos tomamos el trabajo de contactarnos con algunas empresas brasileñas y argentinas que armaban 
carrocerías adaptadas, y nos informamos de que la diferencia -estoy hablando del año 1998- entre una 
unidad convencional y otra adaptada estaba en el orden de los US$ 15.000. 


Aprovecho para hacer alguna precisión en cuanto al servicio que CUTCSA pondrá en funcionamiento en los 
próximos días. Si bien nosotros aplaudimos que este servicio se ponga en marcha, no creemos que sea el 
ideal para que la experiencia sea exitosa, ya que se trata de un servicio que va a ser utilizado pura y 
exclusivamente por personas con discapacidad motriz y es muy difícil coordinar horarios y transportes. 
Entonces, no sabemos cuál va a ser el resultado del funcionamiento de esos servicios. Sería mucho mejor que 
esas unidades adaptadas, con piso bajo, fueran parte de la flota convencional; de esta manera se integrarían 
todos los pasajeros de Montevideo y no exclusivamente las personas con discapacidad. 


SEÑOR SOUZA.- Me permito hacer una sugerencia que podría servir para destrabar el asunto del 
equipamiento de las unidades, tal como ustedes pretenden. A veces los empresarios no acceden a esos 
petitorios por razones económicas y no por falta de sensibilidad, pero los Diputados tenemos el deber 
de dotar de herramientas para que ambas partes se sientan satisfechas. En ese sentido, creo que una 
herramienta muy buena es la de las exoneraciones tributarias. Pienso que se podría instrumentar en el 
Texto Ordenado impositivo alguna forma de exoneración o de incentivo para que las empresas que 
puedan ensamblar ese tipo de carrocería se vean exoneradas de muchos impuestos, tal como se hace 
con artículos para la salud en general o la salud dental. Creo que esto se podría incluir en un acápite, 
como una forma más de solventar la adaptación de las unidades. De esa manera, las empresas tendrían 
una contraprestación, podrían cumplir con el servicio y las personas con discapacidad podrían tener 


acceso a ese tipo de pasaje. No sé si esta sugerencia tendría que plantearse en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, pero creo que podría funcionar a modo 
de contraprestación. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ..- En primer lugar, deseo dar la bienvenida a la delegación presente. 


Estas cosas a veces nos hacen recordar lo lento que trabajamos en el país en estos aspectos. 


En cuanto a la valoración -luego formularé una pregunta en este sentido- tengo entendido que hay un 
máximo. No sé si eso está laudado por el nuevo estudio de la CIF, pero el baremo del Banco de Previsión 
Social era de 66 puntos. 


Creo que va a ser esencial analizar este tipo de cosas, porque creo que esto va mucho más allá de esta 
situación. Además, esto es importante para valorar las discapacidades a la hora de conceder pensiones, que es 
una de las cuestiones que debemos tratar permanentemente en el interior, en donde las cosas en este sentido 
están mucho más atrasadas que aquí, así como en lo relativo al transporte. El tema de la valoración es una 
cuestión fundamental y es una de las señales más fuertes que debemos dar desde el punto de vista legislativo 
para establecer una normativa. 


Más allá de algunos ajustes, por lo que dicen ustedes, lo primero que debemos hacer es pasar a la 
reglamentación. 


En segundo lugar, hay que lograr conseguir los dineros que implican estos cambios. Quien hoy es Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, el señor Rossi, había propuesto volcar a este fin determinada tasa del 5% que 
regía a nivel de esa Cartera. Pero esa tasa se utilizó y no recuerdo con qué destino. Seguramente ese dato lo 
vamos a obtener buscando la información correspondiente. Quiere decir que esos medios no los tenemos. 


Creo que ustedes pueden seguir aportando a la sociedad uruguaya, de modo que nosotros actuemos como una 
verdadera caja de resonancia y de ajuste legislativo. Si hay algún lobby que hacer, bueno sería que lo hicieran 
ustedes. A la vista de lo que ha pasado en el mundo, se ha ganado mucho terreno en este tema. Las 
discapacidades diferentes son de todo tipo y culturalmente nos hemos ido transformando. Hace muchísimo 
que deberíamos haberlo hecho. Esto es como el fenómeno del racismo o las cuestiones de género. Es 
lamentable, pero en la sociedad uruguaya tenemos anteojeras ante estas cosas, y para sacárnoslas tenemos 
que trabajar mucho. Una vez que la gente encuentre las razones, principalmente la juventud, se transforma en 
una fuerza importante para ganar terreno en estas cosas. Ahí aparece toda la creatividad de la gente. 


El tema de las famosas rampas es como se decía. Una vez los dirigentes sindicales de la UNOTT nos dijeron 
que habían estudiado el tema y que los trabajadores de los talleres saben armar plataformas bien diseñadas 
que no resultan tan caras. 


Aquí hay que establecer una suerte de coordinación y poner empeño para avanzar en estas cosas. Además de 
estas plataformas hay que hacer rampas, porque en algunos lugares las veredas están mal. En cualquier lugar 
del primer mundo uno ve que el discapacitado siempre tiene pronta una plataforma donde espera al vehículo 
que siempre tiene una base baja. 


Por otra parte, me parecen muy importantes los datos que se han destacado, según los cuales los 
discapacitados de nuestro país alcanzan al 7,6% y no al 10%. Quiere decir que en un ómnibus habrá una silla 
o dos. En Porto Alegre han logrado avances a veces superiores que en el primer mundo. Han insistido y han 
hecho propaganda involucrando a la sociedad. Allí tienen una especie de zona, en la parte trasera del 
ómnibus, donde van dos sillas. 


Por supuesto que ustedes deben tener un plan de trabajo en ese sentido, pero no pierdan de vista al gremio del 
transporte, que es capaz de organizar estas cosas, si se mentaliza. 


En una versión taquigráfica que tengo aquí se hace hincapié en la necesidad de que ustedes tengan un 
representante en una serie de organismos del Estado: los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, del 
Interior, de Salud Pública, el Banco de Seguros del Estado, la Cámara de Transporte y la Unión Nacional de 
Obreros y Trabajadores del Transporte. Me dicen que esto no existe. 


Esta sería una de las cuestiones a considerar, porque está en la ley que fue promulgada en setiembre de 1994, 


(Diálogos) 


La versión taquigráfica de las cuestiones que estamos tocando acá la podemos enviar a estos diferentes 
organismos que tienen que ver con esta situación. Esa es una cuestión que nosotros podemos acordar. 


Además de los baremos y de la reflexión sobre esta problemática debemos plantearnos como desafío y como 
forma de seguir trabajando fuerte la necesidad de reglamentar estos temas, así como abocarnos a la búsqueda 
de presupuestación, tal como estaba previsto originalmente en esta ley. 


Ahora estamos trabajando sobre el tema del seguro contra terceros. Podríamos estudiar la posibilidad de que 
un porcentaje pudiera estar dirigido a este tipo de casos, buscándole la vuelta. Esa es nuestra tarea y una de 
las preocupaciones a las que nos habremos de abocar. 


SEÑORA TOLEDO.- Es una muy buena pregunta porque sirve para aclarar dos términos o conceptos 
que habitualmente se confunden: el de la incapacidad laboral y el de la discapacidad. ¿Qué implica 
eso? Que se usan instrumentos diferentes para hacer la valoración. El baremo se usa para las 
incapacidades laborales. Conceptualmente es lo que habría que hacer; el baremo para la incapacidad. 
Esto está unificado a nivel internacional. 


El Banco de Previsión Social no solo está dando las pensiones por incapacidad laboral, sino también por 
discapacidad y utiliza el mismo instrumento, que es el baremo, que es el 66%, pero eso puede variar. Cada 
país o cada lugar toma el criterio y el porcentaje que se quiere, pero es un instrumento diferente. El 
instrumento recomendado para valorar la discapacidad son las clasificaciones de la Organización Mundial de 
la Salud, que son diferentes. Cuando atrás de una valoración hay un beneficio económico hay que ser mucho 
más justo. Los baremos son instrumentos muy complicados que miden cada cosa que está alterada para tratar 
de ser exactos con la contribución económica que se va a hacer. En definitiva, son diferentes; las 
clasificaciones internacionales de la Organización Mundial de la Salud se utilizan para la valoración de la 
discapacidad, mientras que el baremo se utiliza para las incapacidades laborales. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- ¿Aquí se usa el baremo para la discapacidad? 


SEÑORA TOLEDO.- El Banco de Previsión Social utiliza el mismo baremo, tanto para las pensiones 
por incapacidad - cuando la persona no puede reintegrarse a su trabajo debido a una enfermedad- 
como para otorgar las pensiones por discapacidad. 


SEÑOR DELLA GATTA.- Los porcentajes utilizados por el BPS son determinados por un criterio 
político. En realidad, el 66% significa el límite para otorgar una pensión; es discutible si es el ideal o 
no. Me puede corregir la doctora, pero tengo entendido que si se toma en cuenta un 66%, la pensión se 
le otorga a alguien que está en condiciones muy severas y se deja mucha gente afuera de este beneficio. 


No sé sí es factible, eso lo dirán ustedes, pero les proponemos colaborar con algunos elementos para la pronta 
sanción de este proyecto de ley. Necesitaríamos quince días para hacer algunos ajustes y realizar una 
propuesta en buenas condiciones. 


SEÑOR SCHIAPPAPIETRA.- Agradezco la presencia de los invitados a la Comisión. 


Los artículos 3" y 4” no están muy claros y se establecen porcentajes que quizás no tienen un criterio técnico. 
Nos gustaría que la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado nos acercara su opinión y la valoración 
que se tendría que hacer en esos artículos, más allá de los plazos, para que esta Comisión la tenga en cuenta 
en el momento de elaborar el proyecto y poder realizar algo objetivo sin legislar apresuradamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos expresarles que no nos satisface el proyecto. No soy un 
especialista, pero puedo decirles que a mí no me convenció. Esos porcentajes para mí eran 
contradictorios. Seguramente los parlamentarios que estuvieron trabajando en este tema tenían la 
mejor buena voluntad, pero nosotros no estamos de acuerdo con eso. 


Por lo tanto, buscaremos asesoramiento para los compañeros de la Comisión, para que de esa manera lo que 
se apruebe tenga el mínimo de errores posibles. Por supuesto, errores van a existir, porque las 
interpretaciones de las leyes dan motivo a discusión. Desde ya les agradecemos y les decimos que vamos a 
aprovechar todo conocimiento que tienen ustedes. 


Asimismo, sé que en muchos países existen los ómnibus de plataforma baja. Esto no solamente sirve para el 
que tiene problemas sino que, además, disminuye el tiempo de recorrido. Yo, que ando en ómnibus, si subo a 
uno de plataforma baja, lo haré más rápido. Por lo tanto, mejorarían los tiempos de los diferentes recorridos, 
que es uno de los grandes problemas que tiene el transporte. 


SEÑOR MESEGUER.- Se nos dijo que en nuestro país no se pueden utilizar las plataformas bajas 
debido a la situación de las calles. Por supuesto, es un argumento técnicamente valedero, pero los 
trabajadores siempre estuvieron de acuerdo con que era viable. La prueba está en que dos ómnibus de 
CUTCSA aparecieron muy rápidamente. Quizás, esto se deba a que como en nuestro país no hubo 
guerra, como en Europa, no existen tantos discapacitados como allí. Hay mucha gente que anhela que 
cada día haya más accesibilidad desde todo punto de vista. 


Existe una ley. que establece que un porcentaje de las vacantes de la Administración debe ser llenado por 
personas discapacitadas. Sabemos que ha ingresado mucha gente, por diversos medios, pero los porcentajes 
adjudicados a los discapacitados han quedado de lado. Yo fui empleado de la Administración Pública durante 
treinta años. Sé que cuando quieren que alguien ingrese, ello se logra por distintos medios, que no son los 
presupuestales. Para los discapacitados no existe esa posibilidad. Hubo un llamado de la Intendencia, que fue 
la única que cumplió con ese requisito -aunque no tenía la obligación- y, recientemente, en la Universidad de 
la República. Pero cuántos organismos han llamado gente y los discapacitados siempre quedan al margen. 
Nosotros no pedimos empleos por ser discapacitados; pedimos empleo previo concurso, o sea que la persona 
que va a entrar pueda cumplir efectivamente con lo que exige la función. Evidentemente, son obstáculos que 
se nos presentan todos los días. En esa lucha estamos y les agradecemos a ustedes que hayan rescatado este 
proyecto que estaba en un cajón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Participé en Rivera en un encuentro de arquitectos y tuve una visión distinta 
el día que escuché la información. Es importante difundir el concepto de que nadie puede ser excluido. 
Si decimos que queremos contar con la participación de todos, no estamos cumpliendo si excluimos 
algún sector de la población. 


Recuerdo que me impactó la información que recibí, así como impactó a los propios arquitectos, que vieron a 
la gente en la calle demostrando las dificultades que tenía para desplazarse. El público observaba cómo la 
arquitectura de este país no estaba de acuerdo con las necesidades de todos. Creo que es muy importante que 
esto se difunda y que todos tomemos conciencia. A partir de ese momento, como maestro, hice corregir los 
impedimentos que había en mi escuela para los niños que iban en silla de ruedas. Desde entonces los niños 
fueron considerados iguales, porque todos tenemos los mismos derechos. 


Agradecemos la presencia de los invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


